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                       Ministerio de Relaciones Exteriores

                              República de Colombia


SUSTENTACION  INFORME DEL ESTADO COLOMBIANO AL COMITÉ CONTRA LA DISCRIMINACION RACIAL

En nombre de Colombia me permito agradecer al Comité contra la Discriminación Racial, a su Presidente y demás miembros, por la oportunidad que nos brindan de poder presentar el trabajo que las instituciones del Estado han realizado con el fin de continuar avanzando en la eliminación de  las barreras y obstáculos que genera la discriminación racial y en el logro de la plena garantía del derecho a la igualdad, a través de la sustentación del XIV  Informe de Colombia sobre la implementación de la Convención contra la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial de las Naciones Unidas.Constituye un honor estar ante este Comité, con el fin de tener un diálogo constructivo, alrededor del XIV Informe de Colombia, que esperamos permita a nuestro país, aprovechar, de la mejor manera, sus expertas observaciones y comentarios para seguir avanzando en el difícil y retador camino de la lucha contra la discriminación racial. 

Nuestro país es pluriétnico y multicultural, en el cual confluyen mestizos, indígenas, afrodecolombianos , blancos, rom o gitanos, lo que lo hace uno de los más diversos de América. Son 1.300.000 indígenas, que representan el 3,4% de la población, más de 10 millones de afrodescendientes, de los cuales 4’000.000  se autoreconocen como afrocolombianos, palenqueros y raizales, de acuerdo con el último Censo Nacional de Población realizado en 2005, lo que representa un 10,5% del total nacional, y una población entre 5.500 y 8.000 rom o gitanos. 

Es necesario reconocer que estas comunidades son víctimas de distintas formas de discriminación racial en el país, por razones de índole cultural que tienen una raíz histórica como consecuencia del proceso colonialista que afectó la mayor parte de países de Amèrica Latina. No se trata, como se evidenciará, de actos discriminatorios permitidos por la ley o perpetrados deliberadamente por las instituciones del Estado.  

En ese orden de ideas el propósito decidido del Estado colombiano, a partir del marco constitucional y legal, ha sido crear políticas públicas, dentro de las cuales vale destacar los Planes Nacionales de Desarrollo, que se han establecido marcos orientados a la prevención del fenómeno de la discriminación y a la garantía de la igualdad real. Para el efecto, se ha venido fortaleciendo la institucionalidad, mediante la creación e impulso de instancias que promueven acciones positivas para superar las desigualdades, tanto en el ámbito ejecutivo, legislativo, judicial y de los órganos del control. 

· El Estado en su conjunto ha venido avanzando en el reconocimiento, promoción y visibilización de los derechos y la cultura de los grupos  étnicos, que se funda en una rica legislación y jurisprudencia que ha sido reconocida como de las más avanzadas del mundo.   Al respecto se resalta que: las pueblos  indígenas y las comunidades  cuentan hoy con curules especiales de representación política, 
· sus autoridades son reconocidas como tales, 
· poseen títulos de propiedad colectiva de la tierra y la utilizan según sus costumbres ancestrales
·  son sujetos de acciones afirmativas en salud, educación y cultura, entre otros,
·  y cuentan con espacios de interlocución con el Estado. 
· Además, cuentan  con el mecanismo de Consulta Previa que constituye una manifestación del derecho fundamental a la participación en las decisiones que pueden afectarles de manera directa.

Estas acciones han tenido como referente la Convención contra la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial, ratificada por Colombia el 2 de septiembre de 1981 y el Convenio 169 de la OIT, ratificado por Colombia y acogido en la legislación interna mediante la ley 21 de 1991 que cabe mencionar tiene rango constitucional y por tanto prevalece en el ordenamiento jurídico interno.  

Colombia reconoce la importancia del Sistema de las Naciones Unidas, y en este trascendental escenario desea expresar su compromiso con todos los mecanismos convencionales y extra convencionales y con la Oficina de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos, cuya presencia en el país ha dado un renovado impulso a nuestra lucha por la vigencia de los derechos humanos y ha fortalecido los lazos de cooperación.

Igualmente, cabe destacar que Colombia participó con gran interés en la pasada  Conferencia de Revisión de Durban, desde su fase preparatoria en el marco de la Conferencia Regional para América Latina y el Caribe con el propósito de implementar la Declaración y el Plan de Acción de Durban, los cuales representan un referente en el diseño de las políticas gubernamentales en favor de la población más vulnerable a la discriminación.

En este escenario el Gobierno nacional manifestó su respaldo unilateral a la Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas de las Naciones Unidas, a su espíritu y a los principios que inspiraron su redacción, la igualdad, el respeto a la diversidad y la no discriminación, como muestra del compromiso con la garantía de los derechos de nuestros pueblos indígenas y la apertura al diálogo y la concertación.  

MARCO INSTITUCIONAL CONTRA LA DISCRIMINACION

El Estado colombiano ha asumido el compromiso por la vigencia de los derechos humanos de todos y cada uno de los colombianos y por la garantía del derecho fundamental a la igualdad. Ha sido un esfuerzo de décadas, en el cual ha contribuido grandemente la sociedad civil, y que finalmente se vio materializado en la Constitución Política de 1991, marco fundamental de lucha contra todas las formas de discriminación.

La Constitución Política acoge un enfoque multidimensional de la igualdad: insiste en la igualdad formal pero exige también la realización de la igualdad material, recoge el concepto de la igualdad de oportunidades, incorpora el principio de equidad, incluye el criterio de la diferencia y ordena la adopción de acciones afirmativas a favor de los grupos discriminados o marginados y la protección especial de las personas en circunstancias de debilidad manifiesta.

El enfoque pluriétnico y multicultural, también se hace expreso en nuestra Constitución, reconociendo, protegiendo y garantizando la diversidad étnica y cultural (artículo 7) y promoviendo la adopción de medidas "a favor de grupos marginados o discriminados" (artículo 13).  La Constitución asimismo establece que "las tierras comunales de grupos étnicos son inalienables, imprescriptibles e inembargables" (artículo 63).  Igualmente, las disposiciones transitorias de la Constitución disponían  ordenaron  la formulación de una ley que les reconociera  a las comunidades negras que habían  venido ocupando tierras baldías en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la cuenca del Pacífico, de acuerdo con sus prácticas de producción tradicionales, el derecho a la propiedad colectiva sobre las áreas que habría de marcar la misma ley. En efecto, este mandato constitucional se cumplió con la expedición de la ley 70 de 1993, más conocida como ley de las comunidades negras. Uno de sus principales desarrollos ha sido la titulación colectiva en la cual se ha avanzado significativamente. Se han titulado de 5.600.000 hectáreas 5.300.000 aproximadamente, es decir que el 91% de la meta se ha cumplido.   Igualmente, existe toda una institucionalidad dedicada a la formulación de políticas a favor de los grupos étnicos y  su protección. A nivel del ejecutivo, la Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Rom y la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, del Ministerio del Interior y de Justicia. 

Colombia,  cuenta con una Defensoría Delegada para Minorías Étnicas de la Defensoría del Pueblo y con la Procuraduría Delegada para los Derechos Humanos y Grupos Étnicos   estas dos últimas que desempeñan funciones en la lucha contra la discriminación en su calidad de órganos de control independientes.     

Igualmente, es de destacar que el señor Vicepresidente de la República, quien es responsable de la política gubernamental de derechos humanos, ha asumido el tema de la lucha contra la discriminación con total compromiso, lideró la Comisión Intersectorial para el avance de la población negra, afrocolombiana, palenquera y raizal, creada  por el Gobierno nacional.     

Asimismo, la Corte Constitucional, creada por la Constitución de 1991, ha adoptado una serie de decisiones vinculadas a la situación de los afrocolombianos , indígenas y mujeres frente a reclamos sobre la vulneración  de sus derechos fundamentales. Se destaca la reciente adopción de los Autos 004
, 005
 y 092 de 2009 a través de los cuales imparte órdenes comprehensivas al Gobierno nacional para que  fortalezca la atención de la población indígena, afrocolombiana y de mujeres desplazada o en riesgo de desplazamiento, las cuales ha asumido el Gobierno con la mayor responsabilidad.   

Es igualmente importante resaltar que los tres últimos Planes Nacionales de Desarrollo (1998‑2002; 2002-2006 y 2006-2010) han incluido componentes específicos dirigidos al mejoramiento de las condiciones de vida de los grupos étnicos y al reconocimiento y fortalecimiento de su identidad cultural.  Esto quiere decir que una política pública destinada a promover la mejoría de las condiciones de vida de los grupos étnicos en Colombia, es prioritaria para el Estado. 
POLITICA DE DERECHOS HUMANOS. PROTECCIÓN A GRUPOS  ETNICAS

El Estado ha tenido que enfrentar el desafío de las acciones cada vez más degradadas de los grupos armados ilegales. La violencia padecida por nuestro país a lo largo de las últimas décadas ha vulnerado de manera severa las condiciones de seguridad para todos los habitantes en el territorio y ha afectado, con especial gravedad, los derechos de las mujeres, de los grupos étnicos y de los sectores más desfavorecidos de la sociedad. Las actividades criminales y terroristas de grupos armados ilegales y de organizaciones delincuenciales, en buena parte relacionadas con el narcotráfico, han afectado durante muchos años a las poblaciones más indefensas. 

Como lo manifestó en su comunicado el Relator Especial para las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, en su reciente visita a Colombia, la cual se llevó acabo el pasado mes de julio, por invitación del Gobierno Nacional, en cumplimiento de las recomendaciones formuladas en el marco del examen periódico universal “ nota con extrema preocupación que los grupos armados ilegales, en especial las Farc parecen desconocer por completo los estándares de derechos humanos y derecho internacional humanitario. Según la información recibida, estos grupos son los principales responsables de asesinatos de indígenas y otros graves crímenes que afectan desproporcionalmente a los pueblos indígenas.”    

Esta situación ha constituido el mayor de los retos para el actual Gobierno. Como respuesta diseñó una Política de Seguridad Democrática, que desde sus inicios en el año 2002,  ha sido en esencia una política de protección de derechos humanos. Como resultado, el Estado, a través de su Fuerza Pública y en cumplimiento del mandato constitucional, ha propiciado las condiciones para avanzar hacia la consolidación de la protección efectiva de los derechos y libertades de los ciudadanos, asegurando la presencia de la Fuerza Pública en todo el territorio nacional. 

En ese marco, la política de derechos humanos tiene varios componentes destacables como el preventivo, de protección, la lucha contra la impunidad, las relaciones constructivas con organizaciones sociales y la comunidad internacional, además de políticas específicas relacionadas con la garantía de derechos de las poblaciones vulnerables: víctimas, desplazados, grupos  étnicas, niños y mujeres, entre otros.

En ese propósito los avances han sido importantes: en el 2002, se cometían cada año cerca de 30.000 homicidios, el 2008 finalizó con un total de 16.140  homicidios, lo que equivale a una reducción del 44%. Los homicidios colectivos disminuyeron de manera aún más pronunciada: de 115 casos con 680 víctimas en el 2002, el número descendió a 37 casos con 169 víctimas al finalizar el 2008, lo que implica una reducción del 75%.  El secuestro disminuyó en un 84%, pasando de 2.882 secuestros en 2002, a 437 en el 2008. En general, la reducción de estos indicadores ha sido progresiva y constante, lo cual ha permitido a los colombianos un mayor disfrute de sus derechos y libertades. 
· Programas de Protección y Prevención. Ministerio del Interior y de Justicia  

Los grupos  étnicos, en particular, los indígenas y los afrocolombianos, son colectivos que han requerido atención diferenciada en materia de protección y prevención, lo cual ha aumentado, mejorando de manera significativa sus condiciones de seguridad.  El Gobierno Nacional a través de su Programa de Protección del Ministerio del Interior y de Justicia, reglamentado por el Decreto 2816 de 2006,  ha trabajado en la salvaguarda de la vida, integridad, libertad y seguridad de miembros de esta  población que se encuentre en situación de riesgo cierto, inminente y excepcional, como consecuencia directa y en razón del ejercicio de sus actividades o funciones políticas, públicas, sociales o humanitarias. Para tal efecto,   se  creó el  Comité de Reglamentación y Evaluación de Riesgo Étnico- con representantes de la población indígena y afrodescendiente-, cuya función es analizar y recomendar las medidas de protección para esta población.

Así mismo, el Programa de Prevención en Derechos Humanos del  Ministerio del Interior y de Justicia y el Programa Presidencial de Derechos Humanos de la Vicepresidencia de la República  coordinan con otras entidades del Gobierno la implementación del proyecto de Atención a Comunidades en Riesgo, dentro de las cuales se encuentran algunos  pueblos indígenas y comunidades negras.

Igualmente, el Gobierno viene desarrollando acciones y trabajos conjuntos con poblaciones de los grupos  étnicos, tendientes a establecer mecanismos coherentes y eficientes de enfoque diferencial, con el propósito de continuar  implementando medidas de protección y de prevención cada vez más  apropiadas a las necesidades específicas, teniendo en cuenta los factores culturales y geográficos de estas poblaciones.  

· Política de Derechos Humanos. Ministerio de la Defensa

En el  2008, el Ministerio  de Defensa Nacional expidió la Política Integral de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario que recoge los esfuerzos de varios años en el seno de la política de defensa del Estado colombiano, para otorgarle un carácter de transversalidad a los derechos humanos en las distintas actividades de los miembros de la fuerza pública. La Política Integral incluye  las directrices institucionales de protección de grupos étnicos contenidas en directivas especificas,  de tal suerte que en el año 2006, el Ministerio inició un proceso de concertación con las organizaciones indígenas, con participación de la Defensoría Delegada para Indígenas, la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior y de Justicia y el Programa Presidencial de Derechos Humanos. Producto de este ejercicio se  expidió la Directiva No. 16 del 30 de octubre de 2006, denominada Política Sectorial de reconocimiento, prevención y protección a comunidades de los pueblos indígenas, que fortalece, promueve y protege los DDHH de los indígenas y hace énfasis en sus derechos colectivos a la autonomía, el territorio, la cultura y la jurisdicción especial. 

En el mismo sentido, el 16 de mayo de 2007 el Ministerio de Defensa expidió la Directiva Permanente No. 07 de 2007, que constituye  la “Política sectorial de reconocimiento, prevención y protección a comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras”, por medio de la cual se imparten órdenes a los miembros de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional de Colombia tendientes a hacer efectivos los derechos individuales y colectivos de las comunidades negras en sus territorios.  

Es de destacar que estas directivas  también ordenan incluir en la capacitación formal de militares y policías la temática de los derechos colectivos de las comunidades indígenas y las comunidades negras. Se han hecho grandes esfuerzos en el relacionamiento de las comunidades con la Fuerza Pública. En ese sentido, y como un ejercicio de reconocimiento a las autoridades propias, debe destacarse la designación de oficiales de enlace para interactuar con las comunidades indígenas y negras en todo el país. 

Atención a grupos étnicos  víctimas de desplazamiento

En el contexto de la violencia que ha vivido el Estado Colombiano, en las últimas dos décadas han sido muchas las personas que han sido forzadas a desplazarse de sus lugares de origen por las acciones de los grupos armados al margen de la ley, teniendo que abandonar no sólo sus bienes sino dejar atrás su entorno y tejido social, sufriendo la vulneración de múltiples derechos fundamentales. 
· Esta situación ha sido asumida con una inmensa responsabilidad por parte de cada una de las instituciones competentes dentro del Gobierno Nacional, bajo los principios generales de concurrencia, complementariedad y subsidiariedad con las entidades del nivel municipal, departamental, y los comités departamentales, distritales y municipales de atención integral a la población desplazada, conformando un Sistema de Atención Integral a la Población Desplazada.

· Solo el esfuerzo presupuestal que ha hecho el Gobierno Nacional para el desarrollo de las políticas, planes y programas, en esa medida, ha pasado de tener alrededor de 249 millones de dólares para el cuatrienio 1999 a 2002 a 2.200 millones de dólares para el periodo comprendido entre el 2007 y 2010.

· El Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada SNAIPD promovió los acuerdos 03, 05 y 08 de 2006 del Consejo Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada – CNAPID los cuales están encaminados a incluir el enfoque diferencial para la atención a los grupos étnicos desplazados, así como la adecuación de instrumentos como el Registro Único de Población Desplazada –RUPD para la caracterización y registro de los grupos étnicos.
· Sólo entre los años 2007 a 2009, se ha invertido aproximadamente 21,5 millones de dólares en la atención humanitaria de emergencia, considerando las características de la población en términos de género, edad y etnia, así como sus patrones socioculturales y a las necesidades de riesgo o grado de vulnerabilidad.

· Así mismo, el Gobierno nacional ha liderado la implementación del mecanismo de protección y salvaguarda de los derechos patrimoniales sobre las tierras y los territorios de estas comunidades denominada Ruta de Protección de los Derechos Territoriales Étnicos.

· Ahora bien, la política social del Gobierno nacional destinada a los grupos étnicos tanto desplazados como afectados por la pobreza, parte de la construcción de consensos para el desarrollo de capacidades y oportunidades de generación de activos físicos, económicos, sociales y culturales que permitan disminuir inequidades y aumentar el desarrollo humano sostenible, a través de la implementación de Programas como Familias en Acción, Familias Guardabosques, Territorios étnicos productivos, Seguridad Alimentaria -RESA, Atención a la Población Desplazada, Generación de Ingresos, Donaciones, Operación Prolongada de Socorro, Hábitat y Paz y Desarrollo y Laboratorios de Paz, que desarrollan tareas a lo largo y ancho del territorio nacional.

· En los principales Programas como son Familias en Acción se encuentran vinculadas 353.000 familias afrocolombianas e indígenas, 22.000 en Familias Guardabosques, 17.708 en territorios étnicos productivos y 127.000 en el Programa de Seguridad Alimentaria -RESA. Igualmente, se destaca la Estrategia Juntos que contribuirá a que esta población supere la pobreza como mecanismo fundamental para cumplir los objetivos de desarrollo del milenio.

· A través de los diferentes Programas, se ha contribuido al mejoramiento, la recuperación y fortalecimiento de los usos tradicionales del suelo y sus prácticas agrícolas, a la protección de fuentes hídricas y a la reforestación, así como al fortalecimiento de sus sistemas organizativos. Así mismo se han mejorado los índices de salud y nutrición de niños bajo un criterio de pertinencia; se ha aportado a garantizar el derecho a la alimentación de estas comunidades, a través del fomento a la producción para el autoconsumo. 

· De igual manera, el Gobierno nacional, viene trabajando por involucrar a estas comunidades en procesos de desarrollo alternativo entendido en el marco del respeto por sus tradiciones, buscando el fortalecimiento de la gobernabilidad sobre el territorio, generación de alternativas productivas lícitas sostenibles, la planificación adecuada de los recursos naturales y la adopción de mejores prácticas para la rehabilitación de los bosques; asegurando condiciones para mantener estas áreas libres de cultivos ilícitos.
Auto 004 de la Corte Constitucional. El auto 004 del 26 de enero de 2009 de la Corte Constitucional,  tiene por objeto la protección de los derechos fundamentales de las personas y los pueblos indígenas desplazados por el conflicto armado o en riesgo de desplazamiento forzado, en el marco de la superación del estado de cosas inconstitucional declarado en la sentencia T-025 de 2004. 
La Corte Constitucional ordena al Gobierno Colombiano a diseñar e implementar un Programa de Garantía de los Derechos de los Pueblos Indígenas Afectados por el Desplazamiento o en riesgo de estarlo, aplicando los parámetros constitucionales de participación de las organizaciones que abogan por los derechos de los pueblos indígenas, así como de líderes de los pueblos indígenas más afectados por el desplazamiento. 
En esa medida el Gobierno nacional viene trabajando de manera concertada en el marco de los espacios de diálogo institucionales con el fin de dar cumplimiento al fallo de la Corte, teniendo en perspectiva las condiciones de vida, costumbres, formas organizacionales internas, cultura y planes de vida de las comunidades y los pueblos indígenas. Con esa óptica se viene avanzando en la puesta en marcha de los procesos de consulta previa de los 34 planes  de salvaguarda y el Programa de Garantías de los derechos de los pueblos indígenas.
Teniendo en cuenta las observaciones de la Corte constitucional, la respuesta de las instituciones y el Gobierno se viene dando a través de la expedición de políticas y acciones, adoptando normas para una mejor atención a la población desplazada en el marco del Sistema Nacional de Atención Integral a la población Desplazada – SNAIPD – teniendo como directriz la prevención y Atención integral de la población indígena en situación de desplazamiento y en riesgo de estarlo, con enfoque diferencial.
Auto 092 de la Corte Constitucional. Con el fin de dar  cumplimiento a la orden de diseño e implementación del programa de protección de los derechos de las mujeres afrocolombianas desplazadas, ordenado mediante el Auto 092 de 2008, el Gobierno Nacional ha coordinado el diseño del programa de protección de los derechos de las mujeres afrocolombianas desplazadas, con el concurso y participación de las diferentes entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada, el apoyo técnico de Acción Social y las organizaciones de mujeres afrodescendientes desplazadas que decidieron de manera voluntaria participar en el diseño del mismo. 

ACCIONES AFIRMATIVAS FRENTE A LAS GRUPOS  ETNICOS

Pese a las tareas pendientes y los enormes retos que aún están vigentes, en la aplicación e implementación de la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, son muchos los avances que hoy podemos destacar.  

· Acciones Afirmativas en materia Estadística. Censo con Variable Étnica

En primer término debe señalarse que en desarrollo del Programa de Acción Afirmativa para la Población afrocolombianas, adoptado en 2004, se incorporó la variable étnica en el Censo Nacional de Población de 2005 como un esfuerzo fundamental de Colombia en materia de etnicidad, que tuvo como propósito contar con información estadística valiosa, comparable hacia el futuro, y capaz de alimentar cada una de las políticas públicas específicas que se tomen para combatir todas las formas de discriminación en el país.  

· Acciones Afirmativas en materia de Salud

En materia de salud actualmente, en el régimen general de seguridad social se benefician con apoyos o subsidios parciales a los grupos  étnicos para garantizar su derecho a la salud. Con la misma intención, a los miembros de las comunidades indígenas no se les exige ningún pago por la prestación del servicio de salud y pueden conformar sus propias entidades promotoras de salud e instituciones prestadoras de servicios de acuerdo con sus usos y costumbres.
 

En la actualidad hay conformadas seis (6) Entidades Promotoras de Salud Indígenas (EPSI)
 y la prestación de salud para los pueblos indígenas es gratuita  Las EPS indígenas mencionadas tienen afiliados 741.967 indígenas al Régimen Subsidiado (corte 31 de diciembre de 2008), que corresponde al 65.53% del total de la población indígena vinculada al Sistema (1.132.138 indígenas). Al cruzar los datos de afiliación con el total de población indígena censada en el año 2005 (1.392.623 personas), tenemos que 53.27% de los indígenas censados están afiliados a una EPS indígena, el resto están afiliados a otras EPS no indígenas.

La población afrocolombiana  accede al  Sistema General de Seguridad Social en Salud, a través del régimen subsidiado y contributivo. 

Por último, en el marco de la formulación de políticas en materia de atención a poblaciones vulnerables y de su caracterización, específicamente de los grupos étnicos del país, el Ministerio de la Protección Social ha realizado desde el año 2004 una serie de acciones con la participación de las organizaciones de los grupos étnicos y secretarías departamentales y municipales de salud con miras a contar con un diagnóstico del estado actual del sistema de atención en salud y una caracterización de la población, a identificar las problemáticas en salud y a definir estrategias de intervención diferencial para ellas.
· Acciones Afirmativas en materia de Educación

El  Ministerio de Educación ha enfocado sus esfuerzos en la definición de estrategias que fomenten el acceso y la permanencia de toda la población  al sistema educativo, mejoren la calidad y hagan eficiente el proceso educativo en el marco de la descentralización y el desarrollo autónomo de las entidades territoriales. 

Para el caso específico de los grupos étnicos del país, la política educativa nacional ha desarrollado los siguientes avances en términos de etno-educación: 

· Acceso y Permanencia al Sistema Educativo
Frente al acceso y la permanencia al sistema educativo el Ministerio de Educación Nacional expidió la resolución 166 de 2003 mediante la cual se establecen las condiciones del reporte de información del sector educativo, fijando unas variables que permiten caracterizar e identificar la población que está siendo atendida en las diferentes regiones del país. 

Se  desarrolló e implementó el Sistema Integrado de Matrículas – SIMAT, que le ha permitido tanto a las entidades territoriales, como al Ministerio de Educación – MEN- contar con información de matrícula detallada y una identificación, en este mismo marco, de cada uno de los estudiantes  teniendo en cuenta su pertenencia étnica, sector (rural o urbano), zona, institución educativa, sede, jornada y grado, entre otras variables. La evolución de la matrícula para grupos étnicos muestra que se ha ido ampliando cobertura gradualmente en desarrollo de la política etnoeducativa del MEN.  Es así como se pasó de 797.605  niños, niñas y jóvenes pertenecientes a grupos étnicos, matriculados en 2006 a 818.643 en 2008. 

Así mismo y como estrategia fundamental para incrementar los niveles de acceso y permanencia en el sistema educativo de los estudiantes en situación de vulnerabilidad , el Gobierno nacional, en atención al mandato constitucional de gratuidad educativa para el nivel básico de educación, durante el año 2008, giró recursos adicionales del Sistema General de Participaciones  “SGP” a los Departamentos y Municipios Certificados para todos estudiante atendido a aquellos pertenecientes a niveles de Sisben
 1 y 2, que se encuentran en situación de desplazamiento o pertenecientes a grupos étnicos.  En el 2008, del total de matrícula oficial nacional (9’290.230 estudiantes) se beneficiaron 4’598.071. 

· Mejoramiento de la Calidad

Frente al reto del mejoramiento de calidad de la educación, en Colombia, la atención a los grupos étnicos tiene como finalidad afianzar los procesos de identidad propios, conocimiento, socialización, protección y uso adecuado de la naturaleza, sistemas y prácticas comunitarias, uso de lenguas vernáculas, formación docente e investigación en todos los ámbitos de la cultura con acciones de reflexión permanentes y construcción colectiva que permitan el reconocimiento y la preservación de las diferentes culturas.

Esta atención se brinda desde la primera infancia hasta la educación superior, en instituciones de educación formal y/o comunitaria y se fundamenta en los principios de la interculturalidad, integración social y educativa, desarrollo humano, oportunidad, equilibrio y soporte técnico, utilizando estrategias, metodologías e instrumentos que respondan a las necesidades de la población en mención. 

Esta atención educativa tiene en cuenta la diversidad lingüística en un marco intercultural, la cual se refleja en la elaboración del currículo y en la articulación con las competencias básicas a través de los proyectos pedagógicos de investigación cultural y lingüística que permiten la definición del sistema de escritura de las lenguas, la construcción de textos así como el fomento de una lectura en la lengua materna. 

El Estado ha  avanzado en la implementación de proyectos educativos a través de rutas metodológicas a partir de procesos de concertación con las comunidades que definen los contenidos metodológicos y conceptuales de los proyectos en un marco intercultural que integra las competencias básicas y el diseño del modelo para la correspondiente práctica pedagógica mediante alianzas interinstitucionales. Esta construcción incorpora mecanismos de seguimiento y evaluación permanente.

Entre 2003 y  2008, se ha apoyado la formulación e implementación de 36 proyectos etnoeducativos y se planea apoyar entre el 2009 y 2010, 21 proyectos más, beneficiando con esto 4.291 docentes y directivos etnoeducadores de 893  establecimientos educativos y sus 128.159 estudiantes. 

Igualmente es de destacar la realización, en el 2005,  de un concurso especial para la selección y vinculación de 6.000 docentes etnoeducadores afrocolombianos; la puesta en marcha de un Fondo de Becas para estudios de postgrado en el exterior que incluye un componente de liderazgo y cuenta con más de 4.5 millones de dólares para los próximos tres años que complementa los fondos de créditos condonables y  de becas establecidos a favor de las comunidades negras e indígenas y de los cuales se han beneficiado 5 mil jóvenes afrocolombianos con recursos que superan los 11 millones de dólares y 2.985 jóvenes indígenas, con un monto aproximado de 8 millones de dólares. A ello se suman los cupos y descuentos especiales en universidades públicas y privadas, en un proceso ascendente. 

Promoción de la interculturalidad y la disminución de los niveles de discriminación racial, de género y cultural
Con el propósito de difundir los aportes de la población afrocolombiana a la construcción de la nación colombiana, el Ministerio de Educación Nacional, en concertación con la comisión pedagógica nacional de comunidades negras , elaboró, publicó y distribuyó en el año 2004, 23.000 ejemplares de lineamientos para la Cátedra de Estudios Afrocolombianos y para el 2005 realizó una reedición de la misma con la distribución de 3.625 ejemplares en 20 entidades territoriales, universidades, centros de investigación, bibliotecas y organizaciones afrocolombianas. Para el 2007, se apoyó la realización de una investigación, a través ejercicios académicos y de talleres en diferentes regiones del país con la participación de aproximadamente 400 docentes, sobre el estado de avance de implementación de la Cátedra, identificando experiencias significativas de implementación y actualizando y generando nuevos contenidos, así como metodologías para su desarrollo. Actualmente está en proceso la publicación de esta nueva versión. 

Igualmente, el Estado adelanta acciones para el fortalecimiento del sector educativo en la generación de proyectos pedagógicos transversales en todas las instituciones educativas del país en educación para la sexualidad, educación en derechos humanos y educación ambiental en los cuales el concepto de ser humano que se propone desde el marco de competencias y se desarrolla desde los programas transversales, tiene una mirada explícita de género: comprende a hombres y mujeres como libres e iguales en dignidad y, por consiguiente, igualmente sujetos activos sociales de derecho
 en la medida  que reconoce las relaciones sociales entre hombres y mujeres como un producto histórico y cultural  que ha instituido roles diferenciados entre ambos en desmedro de la situación y posición de las mujeres. 

Actualmente, se adelanta un ejercicio dirigido a fortalecer la incorporación del enfoque de género en las orientaciones pedagógicas de los programas transversales de educación para la sexualidad y derechos humanos, a través de una alianza con el Fondo de Población de Naciones Unidas, en el marco del Programa Integral de Erradicación de las Violencias de Género – MDG.   

Por otro lado, el Gobierno nacional busca proteger, promover y garantizar el acceso a contenidos culturales de los grupos étnicos, a través de distintas estrategias.  Así, además de liderar un Consejo Nacional de Cultura, un Consejo Nacional de Patrimonio y un Consejo Nacional de las Artes, en los que tienen obligatoria representación las comunidades de los grupos étnicos , el Ministerio maneja la programación de los contenidos culturales del canal público de Televisión Señal Colombia que cuenta con contenidos específicos para indígenas y afrocolombianos y llega a todo el país así como de canales institucionales y regionales, y adelanta varios planes y programas que buscan asegurar la igualdad en el acceso a actividades culturales (tanto étnicamente propias como nacionales), de todas las comunidades del país.  Aquí vale la pena destacar las emisoras y canales de tv indígenas y afros si tenemos esa información.

· Consulta y concertación de políticas públicas para la educación de los grupos étnicos

En concordancia con lo ordenado por la ley 21 de 1991 que ratifica el convenio 169 de la OIT, el MEN adelanta procesos de consulta y concertación
 donde se socializan y exponen los lineamientos de política etnoeducativa para la atención de grupos étnicos y se generan orientaciones para fortalecer las instancias de consulta y concertación regionales, entre estas, las comisiones pedagógicas departamentales y municipales de comunidades negras. 

Acciones Afirmativas frente a la Niñez. Los grupos étnicos colombianos requieren un tratamiento diferente, el cual se ve reflejado en un marco general
 en la  protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes pertenecientes a los grupos étnicos, se debe lograr conservando las particularidades de cada comunidad, y respetando el bloque de constitucionalidad vigente cuando se trata de la protección integral y el restablecimiento de derechos. El trabajo con grupos étnicos se asienta en un diálogo intercultural, en donde la concertación y el intercambio de saberes forman la base de una atención que respeta y promueve la diversidad cultural de Colombia. 

Se parte entonces del principio de que la calidad de vida y el bienestar de los grupos étnicos se construyen en concordancia con los “Planes de Vida” y las aspiraciones de los pueblos indígenas, en donde se pretende prestar los servicios reconociendo, igualmente, que ninguna etnia está aislada, “sino siempre en relación con el resto de la sociedad nacional, vive dentro de un entorno social amplio y no en una sociedad cerrada, puede acceder a recursos exógenos sin renunciar a su identidad y a decidir sobre su futuro”. 

Desde el año 2002 al 2009 se han invertido un total de 11 mil millones de dólares en proyectos específicos para el fortalecimiento de las familias de grupos étnicos, el cual se ve reflejado en la ampliación de la cobertura que atiende a través de los diferentes programas del ICBF como desayunos escolares, almuerzos escolares, hogares comunitarios entre otros,  haciendo énfasis en el apoyo al fortalecimiento familiar de los grupos étnicos a través de un programa especial, para un total de 312.000 beneficiarios a nivel nacional, con un presupuesto de 33 millones de pesos.

· Acciones afirmativas frente a la Mujer

El respeto por la diversidad cultural, es uno de los principios rectores de la Política Afirmativa Mujeres Constructora de Paz y Desarrollo,  diseñada por la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer para lograr la igualdad de oportunidades e ntre hombres y mujeres en Colombia. De los estudios realizados sobre el análisis de género y las categorías étnicas se sentaron las bases de las estrategias para atender las necesidades de las mujeres indígenas y afrocolombianas del País. De igual forma,  teniendo en cuenta la violencia exacerbada producida por grupos armados ilegales, y el impacto diferencial y agudizado de ésta sobre las mujeres que se encuentran en zonas de riesgo o en situación de desplazamiento, el Estado Colombiano, en el desarrollo de la Política para la Prevención, Atención y Estabilización Socioeconómica de la Población Desplazada ha incorporado un trato diferencial y preferencial sobre las mujeres, teniendo en cuenta el enfoque étnico.

Igualmente, frente a la mujer desplazada, en virtud de la Sentencia T- 025 de 2004, la Corte Constitucional ordenó al Gobierno nacional a adoptar una serie de acciones que buscan garantizar el goce efectivo de derechos de la población desplazada, a través de los Autos 092 y 237, donde se ordena la creación de 13 programas que atiendan las necesidades de las mujeres en situación de desplazamiento. Precisamente uno de estos programas hace referencia a la creación de un programa con enfoque diferencial para mujeres Afrocolombianas en situación de desplazamiento forzado, sobre el cual viene trabajando el Gobierno nacional, en concertación con las organizaciones

· Acciones Afirmativas en materia de participación 

El Estado colombiano en cumplimiento de las previsiones constitucionales y las establecidas en el  el  Convenio 169 de la OIT ha diseñado e implementado diversos espacios de participación, para los grupos étnicos, que abarcan todos los niveles, que para tales efectos prescribe la norma precitada.

· Acceso a instituciones electivas
Un primer nivel de participación, consiste en la conformación, por vía constitucional de circunscripciones electorales especiales tanto para indígenas como para comunidades negras, en las que se asegura su representación en el Congreso de la República. Actualmente los indígenas tienen dos curules en el Senado de la República y una en la Cámara de Representantes y las comunidades negras dos en la Cámara de Representantes por circunscripción especial; lo cual no significa que los grupos étnicos también puedan llegar al Congreso de la República a través de la circunscripción ordinaria. 

· Concertación de Políticas Públicas

Un segundo nivel tiene que ver con los espacios en donde se diseñan concertadamente políticas públicas que les conciernen.  El Decreto 1397 de 1996  crea y regula el funcionamiento de la Comisión Nacional de Tierras y la Mesa Permanente de Concertación con los pueblos y organizaciones indígenas, cuyo objeto es el de “…concertar entre éstos y el Estado todas las decisiones administrativas y legislativas susceptibles de afectarlos…”.  En esa misma dirección lo establece el numeral 8 del artículo 5 del decreto 3770 de 2008, para comunidades negras.  En materia de Derechos Humanos, el Decreto 1396 de 1996 establece la Comisión Permanente de Derechos Humanos para Pueblos Indígenas, y el Decreto 3012 de 2005 que crea la Mesa Amazónica, en la cual se discuten y deciden políticas públicas para los pueblos indígenas de la Amazonía colombiana.  

Así mismo, en el marco de la Ley 70 de 1993, se crearon espacios de consulta y concertación con comunidades negras, dentro de las cuales su máximo espacio de representación es la consultiva nacional, que cuenta con representación del nivel departamental y del Distrito capital de Bogotá.

· Consulta Previa

El tercer y último nivel es la Consulta Previa. El Estado colombiano, siguiendo los lineamientos de la más reciente jurisprudencia constitucional, con fundamento en el Convenio 169 de la OIT, debe llevar a cabo procesos de consulta previa como requisito indispensable para la realización de proyectos, actos administrativos e incluso iniciativas legislativas que se desarrollen en sus territorios legalmente constituidos o tengan impacto en las minorías étnicas.

Para el Gobierno Nacional es clara la importancia  que reviste el tema de la consulta previa. Por ello, en aras de lograr su estricto cumplimiento y conseguir darle la relevancia que se merece, el Ministerio  del Interior y de Justicia,  como ente garante del derecho fundamental de la consulta previa y como coordinador del proceso que del mismo se desprende, decidió separar de la antigua Dirección de Etnias el tema de la Consulta Previa  para grupos Étnicos  y constituir un grupo aparte con más de 25 personas expertas dedicadas  única y exclusivamente al tema
. 

Adicionalmente,  y con el fin de propender por la consolidación de la Consulta como derecho fundamental de los grupos étnicos, se está trabajando en un proyecto de ley estatutaria que reglamente el proceso de la consulta, teniendo en cuenta todos y cada unos de los posibles casos y especificidades que pueden presentarse en el momento de aplicación de la misma para con ello poder subsanar los vacíos jurídicos que en la práctica dificultan el buen desarrollo de la Consulta. 

· Beneficios y Participación

En lo que respecta a los beneficios y participación de los grupos étnicos en los proyectos de desarrollo, cabe destacar que la legislación colombiana (Artículo 11-Ley 756 de 2002) ha determinado para los indígenas que sí en un territorio legamente constituido (Resguardo Indígena) o en un punto ubicado a no más de cinco (5) kilómetros de la zona del Resguardo Indígena, se explotan recursos naturales no renovables, el cinco por ciento (5%) del valor de las regalías correspondientes al departamento por esa explotación, y el veinte por ciento (20%) de los correspondientes al municipio, se asignarán a inversión en las zonas donde están asentadas las comunidades indígenas.

La inversión social de acuerdo con la ley se viene utilizando en proyectos de desarrollo Municipal y Distrital, contenidos en el Plan de Desarrollo, con prioridad para aquellos dirigidos a la construcción, mantenimiento y mejoramiento de la red terciaria a cargo de las entidades territoriales, proyectos productivos, saneamiento ambiental y para los destinados en inversiones en los servicios de salud, educación básica, media y superior pública, electricidad, agua potable, alcantarillado y demás servicios públicos básicos esenciales.

Igualmente, los autos 004 y 005 de la Corte Constitucional, ya referidos, establecen mecanismos de participación de la población indígena y afrocolombiana definidos a partir del procedimiento de consulta previa con las autoridades legítimas de estos grupos étnicos. 

Igualmente importante, es resaltar que por mandato constitucional, los resguardos indígenas, en calidad de entidades territoriales, se benefician de la participación de recursos de transferencia para ser invertidos en servicios básicos de educación y salud, sin perjuicio de las inversiones que deben hacer los municipios en estas àreas.

· Acciones Afirmativas en materia de Tierras

En materia de tierras, las 84 comunidades indígenas habitan en 710 resguardos que ocupan una extensión de 32 millones de hectáreas aproximadamente (29 % del territorio nacional), con la característica de ser inembargables, imprescriptibles e intransferibles. Por su parte, las comunidades afrocolombianas habitan en casi todo el territorio nacional, y cuentan, aproximadamente, con 5 millones trescientas mil hectáreas de tierras adjudicadas en forma colectiva, que también son inembargables, imprescriptibles e inembargables.

· Acciones Afirmativas. Mejora Condiciones de Vida

De otra parte, diversas acciones afirmativas han contribuido al goce efectivo de los derechos económicos, sociales y culturales de las comunidades indígenas. Con el propósito de reducir la pobreza y mejorar las condiciones de vida, diversas comunidades indígenas se han integrado a programas de la Agencia Presidencia para la Acción Social. Entre ellos: desarrollo de proyectos de infraestructura; seguridad alimentaria; Familias en Acción, que asigna subsidios o transferencias condicionadas a compromisos de educación y nutrición infantil; Familias Guardabosques, que ofrece acompañamiento social y técnico, y un incentivo económico para alternativas productivas legales y proyectos que contribuyan al manejo sostenible del bosque; por último, la atención integral a la población desplazada.

· Acciones Afirmativas. Concertación de Política Pública. 

Con los pueblos indígenas se avanza en un proceso de concertación de una Política Pública, que busca establecer los principios, criterios y elementos técnicos para orientar las acciones públicas y privadas que conduzcan a garantizar el ejercicio de los derechos sociales, económicos, políticos y culturales de los pueblos indígenas que habitan en Colombia , con el propósito de mejorar sus condiciones de vida, superar situaciones de discriminación y marginamiento y fortalecer sus procesos de organización y garantizar su perdurabilidad en consonancia con su diversidad sociocultural, proceso que esperamos concluir muy prontamente.   

� En desarrollo al seguimiento del cumplimiento de la Sentencia T025 de 2004, que declara la existencia de un estado de cosas inconstitucional en la situación de la población desplazada, la Corte Constitucional emitió el Auto 004 de 2009: Protección de los derechos fundamentales de las personas y los pueblos indígenas desplazados por el conflicto armado o en riesgo de desplazamiento forzado, y con el objeto de proteger sus derechos fundamentales. En razón a ello, donde  establece una serie de medidas a adoptar por parte del Gobierno





� En este sentido, el Auto 005 de 2009, contiene las siguientes órdenes:


Diseño de 62 Planes Específicos de Protección y Atención para la Población Afrocolombiana en Situación de Desplazamiento.


Plan Integral de Prevención, Protección y Atención de la Población Afrocolombiana.


Diseño plan de caracterización de los territorios colectivos y ancestrales habitados mayoritariamente por la población afrocolombiana .


Poner en marcha la ruta étnica propuesta por Acción Social dentro del proyecto de protección de tierras y patrimonio: 


Los Ministerios del Interior y de Justicia y de Defensa, deben presentar a la Defensoría del Pueblo, informes bimensuales sobre las acciones tomadas para obtener el cumplimiento de las medidas provisionales dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación con las Comunidades de Jiguamiandó y Curvaradó.


Para dar cumplimiento a las órdenes impartidas por la H. Corte Constitucional, la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras y la Subdirección de Atención a la Población Desplazada, han institucionalizado los días martes de reuniones con las entidades que por sus competencias deben coadyuvar al cumplimiento del Auto No. 005 de 2009.





� A diciembre de 2007, 1.082.657 indígenas se encuentran afiliadas al régimen subsidiado de salud.


� Asociación de Cabildos del Resguardo Indígena Zenú de San Andrés de Sotavento MANEXKA EPS con sede en San Andrés de Sotavento (Córdoba);  Asociación de Cabildos Indígenas del Cesar y Guajira DUSAKAWI EPS con sede en Valledupar (Cesar);  ANAS WAYUU EPS con sede en Maicao (Guajira);  Entidad Promotora de Salud PIJAO SALUD EPS con sede en Ibagué (Tolima);  Asociación Indígena del Cauca AIC EPS con sede en Popayán (Cauca) y Entidad Promotora de Salud MALLAMAS EPS con sede en Ipiales (Nariño).





� La Nación para atender gratuitamente en salud a la población, los clasifica de acuerdo su condición socioeconómica organizado por el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales “SISBEN” en estratos 0, 1 y 2;  el MEN da gratuidad en la prestación del servicio educativo para la básica primaria a la población que está en estos estratos, incluyendo la población étnica, desplazada y con Necesidades Educativas Especiales.


� Véase la Conferencia de Viena, artículo 18: “Los derechos humanos de la mujer y de la niña son parte inalienable, integrante e indivisible de los derechos humanos universales. La plena participación, en condiciones de igualdad, de la mujer en la vida política, civil, económica, social y cultural en los planos nacional, regional e internacional y la erradicación de todas las formas de discriminación basadas en el sexo son objetivos prioritarios de la comunidad internacional.”


� Entidades territoriales certificadas: reuniones con las Secretarías de Educación donde se socializan y exponen los lineamientos de política etnoeducativa para la atención de grupos étnicos y se generan orientaciones para fortalecer las instancias de consulta y concertación regionales, entre estas, las comisiones pedagógicas departamentales y municipales de comunidades negras. 


Comisiones nacionales: 


El MEN participó de la Comisión Intersectorial para el avance de la población afrocolombianas donde se definieron las 10 barreras que obstaculizan el desarrollo de las comunidades afrocolombianas y se plantean las recomendaciones a las entidades del Estado para su atención pertinente.  Igualmente, convoca y apoya la realización de la Comisión Pedagógica Nacional de Comunidades Negras, de la cual se han realizado 17 sesiones donde se están concertando los lineamientos de política educativa para su atención. 


Con los pueblos indígenas,  se creó por decreto la Comisión Nacional de Trabajo y Concertación para la Educación de los Pueblos Indígenas (CONTCEPI), instancia en la cual se está construyendo una propuesta de sistema educativo propio y se reflexiona y gestionan temas coyunturales de interés para al MEN como para los representantes indígenas.  Se han llevado a cabo 8 sesiones de concertación.


El MEN participa de los comités intersectoriales liderados por el Ministerio del Interior y Justicia con el propósito de atender los Autos 004 y 005 de la Corte Constitucional que buscan restituir el derecho a la educación de los grupos étnicos   en situación de desplazamiento: 64 municipios con presencia mayoritaria de población afrocolombiana y 34 pueblos indígenas. 





�  “Marco General, Orientaciones de Política Pública y Lineamientos Técnicos de Atención Diferenciada ICBF en Materia de Familia, Infancia y Adolescencia de Grupos Étnicos.” Documento ICBF N. LM05.PE02, Diciembre 13 de 2007


� Por ejemplo, la Corte Constitucional declaró inexequible recientemente la ley forestal, puesto que no había sido consultada con las minorías étnicas afectadas. Sentencia C-030 de 2008.


� La constitución de este grupo se hace efectiva mediante la expedición de la Resolución  Ministerial 3598 de 2008, estableciéndole en ella la función de liderar la consulta previa en todos sus posibles ámbitos de aplicación y  con cada uno de los grupos étnicos que la Constitución ha reconocido como parte de la nación Colombiana. 
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